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CONFLICTO ARMADO Y EDUCACIÓN: MIRADA PROSPECTIVA DE LA 

ENSEÑANZA DE HISTORIA EN COLOMBIA 

 

IMAGO es un semillero de investigación académica, conformado por docentes titulares y 

estudiantes de últimos semestres de la Licenciatura en español y lenguas extranjeras. Este 

semillero surge de la necesidad de pensar en las dinámicas de la educación rural, inmersas en el 

contexto de la violencia y el conflicto armado colombiano, y cómo este fenómeno crea y propaga 

imaginarios sociales en la sociedad. Por consiguiente, IMAGO busca reflexionar sobre la historia 

del conflicto armado en Colombia y sus efectos en la esfera educativa rural, a partir de la 

revisión y comprensión de textos de carácter investigativo, teórico y metodológico. 

Inscrito en la línea de investigación Política pública, calidad de la educación y territorio, 

el semillero tiene tres pilares fundamentales a saber: 1. los imaginarios sociales, 2. el conflicto 

armado en Colombia y 3. política pública y educación rural. Este ensayo académico nace de las 

reflexiones académicas gestadas alrededor de estos tres, enfocándose, esencialmente, en el 

conflicto armando y la educación rural. Además, desde su mirada crítico-analítica, intenta 

promover la actitud propositiva de los estudiantes hacia estos ejes, en aras de responder a las 

necesidades de la educación actual en un marco de posconflicto.  

Por ello, se considera importante abordar este tema, ya que la firma del Acuerdo Final de 

Paz en 2016 ha sido ajena a la mirada de muchos colombianos, debido al desconocimiento de 

muchos de sus puntos de acuerdo y a la falta de conciencia de la historia y los devastadores 

efectos de la violencia, especialmente en la zona rural del país. La preocupación de esta reflexión 

es entonces analizar el conflicto armado desde los espacios educativos, con el fin de promover el 

ejercicio de la memoria de los hechos históricos que lo componen, para después comprender y 



CONFLICTO ARMADO Y EDUCACIÓN: MIRADA PROPECTIVA        2 
 

reflexionar sobre el modo de ser presente y actuante de la sociedad colombiana. Hablar de la 

memoria implica elaborar un proceso de construcción del pasado vivido por los actores del 

conflicto armado, que merece ser evocado desde las víctimas y confrontado por el resto de la 

nación. Una vez se reconstruye el pasado, las vivencias y sus implicaciones, se da paso a lo que 

Gadamer (2007) denomina la memoria colectiva, que requiere de un lenguaje y una significación 

común de este fenómeno, en aras de lograr la construcción de una identidad como país, que no 

reincida en los hechos del pasado.  

Dicho esto, la base para la construcción de la memoria colectiva del país se genera en la 

educación, pues esta es el único espacio político y social en que los individuos de una sociedad 

pueden reconstruir y reconfigurar su historia. De ahí que este ensayo se consolide en dos partes. 

Primero, a nivel metodológico, a partir del siguiente interrogante: ¿cuáles han sido los efectos 

colaterales del conflicto colombiano sobre las dinámicas educativas de la zona rural del país?, 

que busca ser respondido desde dos objetivos principales. Por un lado, establecer un diálogo 

entre el surgimiento, desarrollo y alcance del conflicto armado y cómo este ha afectado la 

educación rural colombiana. Y por otro, reflexionar sobre los hechos históricos de dicho 

conflicto a la luz de la mirada de las vivencias de los niños, niñas y adolescentes y maestros 

víctimas de la violencia. Y segundo, a nivel prospectivo, desde esta reflexión y el acercamiento a 

la política pública vigente en relación con la enseñanza de historia en Colombia, repensar y 

plantear la importancia de este espacio educativo como vía alterna de reconstrucción, 

rememoración y reconciliación con el pasado. 

De este modo, desde una mirada hermenéutica, se revisaron diversos textos, dentro de los 

cuales se han seleccionado los más relevantes y, a su vez, clasificado en dos grupos. Primero, de 

carácter investigativo como Ambientes educativos de escuelas en zonas de conflicto armado, por 
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Lizarralde y los informes nacionales Una guerra sin edad y ¡Basta ya! Colombia: Memorias de 

guerra y dignidad, por el Centro Nacional de Memoria Histórica. Y segundo, de carácter teórico-

reflexivo como El problema de la conciencia histórica, por Gadamer y Saber práctico: 

phrónesis. Hermenéutica del quehacer del profesor, por Barragán. Los anteriores solo ejemplos 

de los documentos que se revisaron.   

Una vez abordados alrededor de veinte textos, se dio paso a la elaboración de sus 

respectivas fichas de lectura, en las que se depuró y categorizó la información pertinente para la 

condensación del presente ensayo. Esto permitió establecer un diálogo entre los textos y autores, 

para la ampliación de la mirada sobre el origen del conflicto armado y sus efectos y alcances a 

nivel nacional, específicamente en la educación rural del país. La intencionalidad de este 

proceso, desde la visión hermenéutica como se mencionó anteriormente, no es recontar o 

explicar los sucesos históricos en torno al conflicto armado, sino más bien comprender cómo a 

través de la rememoración de estos en el presente puede construirse una nueva mirada de este 

fenómeno en Colombia. 

 

Primera parte 

El conflicto armado en Colombia ha sido un fenómeno de carácter heterogéneo tanto en 

su extensión temporal y territorial, como en sus actores políticos, civiles y armados. Tiene su 

inicio en el siglo XIX y es el resultado de los actos violentos protagonizados por los partidos 

políticos tradicionales, a causa de su constante y creciente disputa por el poder del aparato 

estatal. No obstante, su continuidad y transformación están relacionadas con un sinnúmero de 

factores. Entre ellos, la prolongación del problema agrario, el surgimiento y la proliferación de 

las guerrillas y la incursión del narcotráfico en la lucha armada y su posterior propagación 
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exponencial. Adicionalmente, las múltiples presiones e influencia del contexto internacional y el 

fraccionamiento institucional del Estado y su territorio a lo largo de décadas han hecho de 

Colombia el país con el conflicto sin negociar más antiguo de mundo (Fisas, 2012). 

Para una comprensión integral del conflicto armado, es necesario y oportuno preguntarse 

por los hechos históricos que lo han conformado. Por ello, en este ensayo se abordan los periodos 

que, de acuerdo con el Informe General del grupo investigativo del Centro de Memoria Histórica 

(GMH) o Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH), se han distinguido del conflicto con 

base en su transición, protagonistas y contextos. En este informe, titulado ¡Basta ya! Colombia: 

Memorias de guerra y dignidad (2013), se divide el conflicto en cuatro grandes periodos: La 

violencia bipartidista se transforma en violencia subversiva, de 1958 a 1982; Expansión 

guerrillera, políticas de paz y eclosión paramilitar, de 1982 a 1996; Los años de la tragedia 

humanitaria: la expansión de guerrillas y paramilitares, el Estado a la deriva y la lucha a 

sangre y fuego por el territorio, de 1996 a 2005; y finalmente, Las AUC negocian y se 

desmovilizan. El Estado empuja a las FARC a sus retaguardias, de 2005 a 2012. 

 

La violencia bipartidista se transforma en violencia subversiva (1958-1982): 

En sus inicios, esta guerra fue la expresión del conflicto de intereses socioeconómicos 

entre los partidos políticos conservador y liberal, motivados por la expropiación y redistribución 

de miles de hectáreas de tierra. Finalizando los años cuarenta, la fuerte adhesión de la población 

a ambos partidos propició el periodo de confrontación más marcado de aquella época, conocido 

como La Violencia y acaecido entre 1946 y 1958. Este periodo de guerra civil comprendió la 

lucha armada entre opositores y alcanzó su máximo nivel de radicalización política con el 

asesinato del líder y caudillo del partido liberal, Jorge Eliecer Gaitán, el 9 de abril de 1948 en 
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Bogotá y, además, con la decisión de los grupos de campesinos liberales por alzarse en armas y 

conformar grupos de autodefensa. 

En un marco de sectarismo y violencia creciente impulsado por el gobierno conservador 

del entonces presidente Laureano Gómez, las élites partidistas decidieron llevar a cabo un golpe 

de opinión que permitió el ascenso del General Gustavo Rojas Pinilla a la presidencia de la 

República, en 1953. Bajo su mandato, Rojas Pinilla ofreció una amnistía que luego sería 

rechazada por los grupos de autodefensas campesinas; acto que fue respondido con un 

despliegue de acciones militares que precipitó el tránsito de estos grupos en guerrillas 

revolucionarias.  

Para este tiempo, dichas guerrillas recogieron el sentimiento de un campesinado golpeado 

por la violencia, como el CNMH (2017) menciona. Por ello, en muchas de las comunidades 

campesinas, como la ubicada en Villarrica, Tolima, núcleos familiares completos estaban 

integrados a las labores guerrilleras a cambio de seguridad, sin restricción de género y edad. Los 

maestros de estas zonas en conflicto se vieron envueltos críticamente en la situación. Al respecto, 

Guzmán Campos, Fals Borda y Umaña Luna (1962), mencionan que las escuelas tuvieron 

indicios de haber sufrido graves efectos de la crisis general. Así, por ejemplo, maestros y 

estudiantes encontraron en las escuelas un espacio en que refugiarse en medio de los 

bombardeos. Este asedio desquebrajó la escuela e influyó tremendamente en el silenciamiento, 

asesinato y rapto de muchos maestros en algunos sectores rurales del país. 

Con el propósito de hacer frente a la violencia, se erige como estrategia política el Frente 

Nacional. Este esquema de gobierno, caracterizado por su componente militar, consistió en la 

alternancia de poder entre los partidos liberal y conservador, desde 1958 hasta 1974. Durante 

estos dieciséis años, el Estado, con la ayuda de los Estados Unidos y su política anticomunista, 



CONFLICTO ARMADO Y EDUCACIÓN: MIRADA PROPECTIVA        6 
 

emprendió la recuperación militar del territorio en donde las guerrillas campesinas estaban 

asentadas. Estas vieron en dicha acción una confabulación de la derecha en contra de los grupos 

comunistas. De acuerdo con el GMH (2013), es en medio de esta coyuntura en que se data el 

tránsito de la formalización de las autodefensas comunistas campesinas en Fuerzas Armadas 

Revolucionarias de Colombia (FARC) en 1964; y casi paralelamente, surgen el Ejército de 

Liberación Nacional (ELN) en 1962 y el Ejército Popular de Liberación (EPL) en 1967. 

Aunque la mirada de la opinión pública estaba puesta sobre la pronta proliferación de los 

grupos armados y la restricción política del Frente Nacional, cada vez se hacía más evidente la 

crisis agraria de aquella época, denotada en la desigualdad de la distribución de la tierra y la 

marcada pobreza de la población rural. Es así como, en continuidad al gobierno de Alberto 

Lleras Camargo, se propuso un proyecto de reforma agraria y fueron impulsados el Plan 

Nacional de Rehabilitación y la Ley de Reforma Agraria por el después presidente Carlos Lleras 

Restrepo, en 1960. Estos proyectos fueron concebidos como estrategias que impulsarían el 

desarrollo industrial del país y la modernización del sector rural, en aras de fortalecer la 

democracia y de mejorar las condiciones de vida de miles de campesinos. No obstante, estos 

ideales se vieron reducidos a causa de los cortos alcances de las reformas sociales y económicas 

y por el escenario de represión militar y política. 

Cabe señalar que en medio del corto alcance de la respuesta del Gobierno frente a las 

nuevas y aceleradas demandas del mercado interno y a la industrialización, el presidente Lleras 

Camargo decidió formar la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos (ANUC) en 1970. 

Esta asociación, dedicada a la distribución de tierra entre campesinos, sería el aval para su 

proyecto de modernizar el país rural. La ANUC se convirtió entonces en un instrumento de lucha 

para los campesinos que derivaría en su posterior radicalización política, impulsada por distintas 
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facciones de izquierda política y, posteriormente, su distanciamiento de la política oficial del 

Gobierno. 

A inicios de 1972, el Gobierno del nuevo presidente Misael Pastrana Borrero frenó el 

impulso reformista del anterior mandato excluyendo a la ANUC de la concesión con gremios 

rurales frente a la calificación y productividad de las tierras. Por esto, la ANUC, que quedó en 

una crisis profunda, no tardó en responder a tal limitación y vio en la lucha armada una única 

opción de contraposición. Es así como se da inicio a la conformación de un nuevo grupo armado: 

la guerrilla Movimiento 19 de abril (M-19), en 1974. Posteriormente, con el cierre formal del 

Frente Nacional, el país generó grandes expectativas en el periodo presidencial del electo 

Alfonso López Michelsen. Sin embargo, con la incursión del M-19 en Bogotá, se propagó la 

percepción del conflicto armado cercano a los centros urbanos, lo que dio lugar al paro cívico del 

14 de septiembre de 1977. Esta coyuntura nacional es importante por dos hechos que marcaron la 

ruta del conflicto armado en Colombia. 

Por una parte, la actuación de las Fuerzas Armadas frente a este paro, ha sido uno de los 

precedentes más relevantes de su intervención en la vida política del país. De acuerdo con 

Molano (2010) y producto de la movilización guerrillera y civil de la época, al inicio del 

siguiente periodo presidencial de César Turbay Ayala se impuso el Estatuto de Seguridad 

Nacional, que recogió las exigencias de las Fuerzas Armadas sobre la toma de medidas 

represivas para el desarrollo de la guerra contrainsurgente, pues para la época ya era evidente su 

radical politización anticomunista. Y por otra, los intentos de reforma agraria del Gobierno de 

López Michelsen volvieron más desigual y precaria la integración territorial y económica del 

país, terminando por “generar las condiciones para la proliferación de actividades ilegales, una 
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de cuyas más importantes manifestaciones fue la aparición del narcotráfico” (GMH, 2013, 

p.132).  

En consonancia con la puesta en marcha de la política de seguridad de César Turbay 

Ayala con el Estatuto de Seguridad Nacional, a finales de los años setenta empezaron a emerger 

grupos armados de autodefensa contrainsurgentes, que recibieron ayuda del Ejército Nacional 

con armas y entrenamiento. Simultáneamente, las FARC continuaban expandiéndose, sin ser 

foco de la opinión pública ni de acciones político-militares anticomunistas, logrando llegar a 

contar con nueve frentes a finales de 1979. A pesar de la persistente proliferación de actores 

armados en zonas periféricas del país, la intensidad de la violencia disminuyó entre 1966 y 1977. 

 

Expansión guerrillera, políticas de paz y eclosión paramilitar (1982-1996): 

A diferencia del despliegue represivo del mandato de Turbay Ayala contra las 

organizaciones armadas, para la década de los ochenta, el nuevo presidente Belisario Betancur 

optó por empezar un proceso de diálogo con los grupos guerrilleros. Como menciona el GMH 

(2013), este hecho marcó “un importante giro en la política oficial frente al tratamiento del orden 

público y al reconocimiento político de los alzados en armas” (p.135). Si bien esta propuesta de 

paz buscaba transformar la atmósfera nacional, se vio afectada por la consolidación política de la 

Unión Patriótica (UP), mecanismo que dio paso a la vinculación de guerrilleros de las FARC en 

el mundo político legal. Este giro político no tardó en despertar el escepticismo de las élites 

regionales y militares, quienes vieron en este acontecimiento una ruta de invasión de la izquierda 

para la toma del poder. De allí, que se justificara con mayor fuerza la conformación de grupos de 

autodefensa -que con el tiempo mutarían en grupos paramilitares-, en aras de generar una 

respuesta armada frente a la amenaza guerrillera. 
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Dos hechos que caben resaltar en este periodo son la ampliación de los frentes 

guerrilleros y el estallido del fenómeno paramilitar. Por un lado, la toma del Palacio de Justicia, a 

manos del M-19 en 1985, agotó definitivamente la tregua entre el Estado y este grupo guerrillero. 

Esta ruptura hizo evidente la conveniencia del diálogo abierto y formal con las guerrillas, para la 

ampliación de sus frentes. Como resultado, entre 1981 y 1986, el EPL pasó de tener dos frentes a 

contar con doce, mientras que el ELN pasó de tres a diez y las FARC de diez a treinta y uno 

(Echandía, 2006). Esta ampliación se dio por medio del reclutamiento forzado de personas, que, 

según el CNMH (2017), oscilaban entre los quince y treinta años, con el fin de incidir sobre una 

comunidad mayoritariamente joven y sin educación, a través de la creación de escuelas y cursos 

de formación guerrillera que les permitiera reorganizar y fortalecer sus estructuras militares y 

financieras internas.  

Y, por otro lado, el estallido del fenómeno paramilitar que fue posible con la incursión 

definitiva del narcotráfico en la lucha armada, ya fuese en su rol financiador o promotor de 

organizaciones armadas. Figuras emblemáticas como Pablo Escobar y Gonzalo Rodríguez 

Gacha, abastecieron de recursos y actores al conflicto armado colombiano (GMH, 2013). El 

narcoparamilitarismo significó entonces un nuevo proceso de concentración de tierra ya que, 

como señala Reyes (1997), entre los años ochenta y la primera mitad de los noventa, la compra 

masiva de tierras se extendió cerca de la mitad del territorio nacional -409 municipios, 

específicamente-. De ahí que el carácter dual del paramilitarismo -aliado en la lucha 

contrainsurgente, pero oponente en la lucha contra el narcotráfico- haya hecho inviable para el 

débil Estado la posibilidad de una negociación con estos grupos. 

A finales de 1989, se abrió paso a la idea de una constituyente que tenía como soporte la 

necesidad de una reestructuración completa del Estado. Gracias a la promoción, principalmente 



CONFLICTO ARMADO Y EDUCACIÓN: MIRADA PROPECTIVA        10 
 

de estudiantes, de la Séptima Papeleta y a la convocatoria directa del M-19 a rehacer el pacto de 

paz con el pueblo, el presidente Virgilio Barco propició el voto por la convocatoria a una 

Asamblea Constitucional simultánea a las elecciones presidenciales. Así, vendría el mandato de 

César Gaviria y las elecciones de la Constituyente, en 1990 y su articulación, en 1991. Se trató 

pues de un pacto de paz fundado en el Estado Social de Derecho, el fortalecimiento de la 

democracia participativa y la vigencia de los Derechos Humanos (GMH, 2013). 

En concreto, esta nueva Constitución desató la proliferación de muchos competidores en 

la escena política local y regional. Sin embargo, estos no consiguieron consolidar movimientos 

políticos fuertes que lideraran proyectos alternativos para contrarrestar la influencia de los 

actores armados. Por el contrario, tal desintegración dio vía libre a las guerrillas y paramilitares 

para tomar los presupuestos municipales, para financiar la guerra o direccionar las inversiones 

públicas y así, ampliar su respaldo político (Sánchez y Chacón, 2003).  

Otro de los productos de la Constitución de 1991 fue la creación del Sistema Nacional de 

Reforma Agraria y Desarrollo Rural, amparado bajo la Ley 160 de 1994, que introdujo 

modificaciones a los planes de reestructuración de la tenencia de la tierra. El efecto que este 

proyecto tuvo sobre la economía campesina no fue alentador, ya que, a causa de los cambios 

institucionales provocados por la descentralización política y la privatización económica 

reorientada hacia la competitividad, el país rural quedó sometido a las fuerzas del mercado y la 

competencia externa. La política redistributiva entonces provocó una profunda transformación 

del sector rural, en la medida en que permitió la expansión y la consolidación del narcotráfico, 

impulsado por la compra masiva de tierra por parte de narcotraficantes que utilizaron áreas de 

vocación agrícola para la ganadería y el cultivo de drogas ilícitas (Programa de Naciones Unidas 

para el Desarrollo, 2011). 
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Con el paso del tiempo, y el país amparado bajo la Constitución de 1991, decenas de 

maestros empezaron a verse afectados. Para el periodo presidencial de Gaviria se registra el 

asesinato de 128 maestros sindicalizados, quienes fueron víctimas de diferentes formas de 

violencia. Fueron perseguidos, desaparecidos forzosamente y asesinados por parte de los grupos 

alzados en armas. Al respecto, Lizarralde (2015) declara: 

 

La situación de asesinatos y amenazas de los maestros alcanzó durante la época […] 

niveles tan alarmantes que, por la acción de denuncia de los sindicatos y gracias a la 

presión internacional, desde la Presidencia de la República en 1992 se expidió el Decreto 

Número 1645/92 del 9 de octubre, por medio del cual se estipulaba la creación de 

mecanismos que permitieran dar solución a la situación de los maestros que se 

encontraban amenazados […] (p.159).  

 

Finalmente, en medio de toda la innegable contrariedad que acompañó este periodo 

nacional de transición constitucional, ha de resaltarse las acciones políticas y militares de las 

FARC y del Estado en contra de los grupos paramilitares. Por una parte, la desconfianza 

profundamente arraigada de las FARC en torno a su exclusión de la Asamblea Constituyente y a 

la ausencia de garantías para su oposición política, le llevó a reubicarse estratégicamente y 

desarrollar un pensamiento político autónomo, con fines de urbanización y perpetración de 

golpes militares de alto alcance contra las Fuerzas Armadas. Y por otra, con la persecución 

implacable de Pablo Escobar y su asesinato en 1993, el desmantelamiento final de dos de los 

grandes carteles del narcotráfico en Colombia de la época: Cartel de Cali y Cartel de Medellín 

entre 1994 y 1995. 
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Los años de la tragedia humanitaria: la expansión de guerrillas y paramilitares, el Estado a la 

deriva y la lucha a sangre y fuego por el territorio (1996-2005): 

Sin previo aviso, la Carta constitucional no tardó en tropezarse con una nueva crisis de 

legitimidad política, que alteró su estabilidad y consolidación completamente: la denuncia de la 

infiltración de dineros provenientes del narcotráfico en la campaña política del ahora presidente 

Ernesto Samper y su consecuente proceso judicial -Proceso 8.000-. Esta crisis marcó un 

retroceso en los ajustes institucionales de las políticas de defensa y seguridad nacional entre el 

Estado y las Fuerzas Militares; circunstancia que generó el agravamiento de las tensiones entre 

ambos entes y el resurgir de una guerra de magnitudes imprevisibles.  

Se trató de un periodo que se dilató hasta 2005 y en el que se transformó la relación entre 

la población civil y los actores armados, pues el conflicto se volvió expresamente una lucha a 

sangre y fuego por el poder y el territorio, dejando como registro el mayor grado de repertorios 

de violencia y destierros en la historia del conflicto armado. Entre 1991 y 2003, Lizarralde 

(2015) declara que Colombia llegó a tener una cifra de 691 maestros asesinados. Además, llegó a 

ser el segundo país con mayor éxodo de personas, tal como lo registra la Unidad para la Atención 

y Reparación Integral de las Víctimas (2013): 

 

entre 1996 y 1998, hubo un crecimiento del 50 % en el número de eventos de 

desplazamiento por persona, al pasar de 79.099 víctimas en 1996 a 152.645 en 1998 […]. 

Entre los años 1999 y 2002, el comportamiento a nivel nacional continuó creciendo como 

consecuencia de la convergencia de hechos victimizantes ocasionados por actuaciones de 

los grupos paramilitares y de las guerrillas, así como por la confrontación armada entre 
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estas y el Estado. Para dimensionar la magnitud de la situación de este período, cabe 

mencionar que el pico de 2002 quintuplica la cifra en términos absolutos de 2012 (p.11). 

 

El limitado margen de acción del Gobierno de Samper no permitió la negociación con los 

grupos armados y como efecto, habilitó el resurgimiento del paramilitarismo, que tuvo su 

amparo en dos hechos importantes. El primero, la negligencia del Ejército Nacional frente a los 

actos de violencia propinados por los paramilitares -entre 1996 y 1998- y que enmascaró su 

apoyo a estas organizaciones armadas. De acuerdo con el GMH (2013), esta omisión ha sido 

sancionada por la Unidad de Justicia y Paz, que hasta el año 2012 reportó las incriminaciones por 

hechos delictivos contra 1.023 miembros de la Fuerza Pública. Y el segundo, el resurgimiento de 

este grupo armado obedeció a su proceso de reconfiguración interna mediante la fundación, en 

1997, de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), constituidas por nueve organizaciones 

paramilitares ubicadas en extensos puntos de la geografía nacional.  

Una vez expandida esta estructura paramilitar en Colombia, la situación de amenaza, 

desplazamiento y asesinato particularmente a maestros alcanzó altos niveles de inseguridad y 

temor. Esto llevó a que en el mandato del presidente Samper, la cifra de maestros asesinados 

aumentara a 186; un incremento considerable en relación con el periodo presidencial previo y 

que, con los años venideros, seguiría en aumento (Lizarralde, 2015).  

Adicionalmente, la reconfiguración de las organizaciones paramilitares constituyó un 

discurso contrainsurgente, ampliamente posicionado en los sectores de la opinión pública y en 

algunos sectores rurales agotados por la guerrilla. Debido a esto, los paramilitares establecieron 

vínculos con algunas comunidades campesinas a través de las reformas en mallas viales y 

construcción de puentes y escuelas. Esto explica la interacción de núcleos campesinos con los 
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paramilitares y que, en consecuencia, resultó en la incursión de muchas familias en las filas de 

reclutamiento paramilitar (CNHM, 2017). De este modo, la guerra adquirió un nuevo rostro, 

demostrando que la década de los noventa y el inicio del nuevo siglo serían el escenario del 

paramilitarismo, en contraste con la década de los ochenta en que se evidenció el poder de las 

guerrillas revolucionarias. 

En oposición al reconocimiento social de las AUC, las FARC, alejadas de los centros 

urbanos, expandieron sus frentes hasta ocupar el 60 % de la geografía nacional, lo que equivale a 

622 municipios del país, según Téllez (como se citó en Aguilera, 2010). Por su parte, las FARC 

se apoderaban del sur del país en convergencia con los colonos cocaleros de la zona, mientras 

que los paramilitares, de la zona norte y noroccidental. De ahí que, a mediados de 1997, la 

confrontación armada entre ambos bandos mudara en un exterminio recíproco, en el que cada 

acción de violencia propiciada por alguna de las dos facciones era replicada en mayor magnitud 

por la otra.  

De cara a la competencia de reputaciones de terror entre los paramilitares y las FARC, el 

subsiguiente gobierno de Andrés Pastrana estuvo enfocado en la búsqueda de una salida 

negociada al conflicto. Para ello, en su periodo presidencial intentó reorganizar la Fuerza Pública 

en aras de recuperar el territorio acumulado por las FARC e inició un proceso formal de diálogo 

con esta guerrilla el 9 de enero de 1999 (González, Bolívar y Vásquez, 2002). Sin embargo, la 

combinación de paz y guerra se hizo evidente en la dislocación entre los poderes locales de los 

paramilitares y de las FARC y los alcances de la política de paz nacional. El resultado de esta 

dualidad suscitó la profundización del conflicto y lo condujo a su fase de mayor intensidad en la 

historia de Colombia, llevando al Gobierno de Pastrana a protagonizar una de las más grandes 

desilusiones nacionales. 
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A finales de los noventa se dio una iniciativa militar que buscaba neutralizar la masiva 

ejecución de actos violentos propinados por las FARC y que fue reforzada con la puesta en 

marcha del Plan Colombia. Ramírez (2006) afirma que el 74 % del presupuesto del Plan fue 

destinado al fortalecimiento militar, en contraste con el 26 % asignado a la inversión social; lo 

que indica que el gasto público destinado a la inversión social en educación descendió para 

finales de la década. Al respecto, Vélez (2003) afirma que para finales de siglo el 12 % de los 

niños en edad escolar en Colombia no podían asistir a la educación primaria, situación que 

contrasta con el 9 % de los niños en el resto de América Latina. 

Como valor agregado, para inicios del nuevo siglo, los paramilitares consideraron errónea 

la política sobre los diálogos de paz con las FARC, por lo que decidieron exigir la conformación 

de una comisión gubernamental para el establecimiento simultáneo de una negociación con ellos. 

Ante esto, las FARC suspendieron el preacuerdo con Pastrana e iniciaron la ejecución sistemática 

de una serie de actos terroristas, que fueron el detonante para la ruptura oficial de la negociación. 

Como efecto, Pastrana decidió dar inicio a la recuperación de zonas de despeje con ayuda de la 

Fuerza Pública, intensificando la contienda por el territorio entre los paramilitares y estas 

guerrillas.  

El trasfondo económico de las disputas territoriales entre ambos grupos no obedecía 

exclusivamente a fines de poder político, pues era el territorio el que se había convertido en el eje 

principal de contienda. La apertura económica de la década había comprometido la atención del 

Estado hacia el país rural, dejando así la definición de su configuración territorial a la deriva. Al 

respecto el GMH (2013) señala: 
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Los cambios en la configuración del país rural no pueden disociarse del abandono y el 

despojo de tierras que han acompañado la disputa territorial. Un territorio que se 

reorganiza sin interferencias por la presencia precaria del Estado en el país rural o 

simplemente por la expulsión de la población, permite imponer el tipo de desarrollo de 

los intereses en que se soportan los actores armados (p.178). 

 

Las AUC negocian y se desmovilizan. El Estado empuja a las FARC a sus retaguardias (2005-

2012): 

En medio de la coalición nacional de 2002 por el revés en el proceso de negociación entre 

las FARC y el Estado, se dio el triunfo electoral de Álvaro Uribe, quien posteriormente sería 

reelegido como presidente en 2006. La Política de Defensa y Seguridad Democrática de este 

Gobierno comprendió la mayor ofensiva política, jurídica y militar de la historia del conflicto 

armado, para la recuperación y lucha del territorio geográfico en dominio de las guerrillas, 

imposibilitando cualquier tipo de negociación con estas. Adicionalmente, a lo largo de su 

mandato presidencial se dio lugar a unas polémicas negociaciones con los paramilitares, cuyos 

resultados han sido imprecisos y fuertemente cuestionados por la opinión pública hasta el día de 

hoy.  

Entre muchos de los efectos colaterales de esta política de Gobierno, hubo cuatro que 

dividieron insospechadamente a la opinión nacional: la contundente reducción de la capacidad 

bélica de las guerrillas a costa del pago ineludible de altos impuestos costeados por los 

colombianos; el desencadenamiento de comportamientos criminales por parte de la Fuerza 

Pública como los “falsos positivos”, producto de los incentivos y las presiones del proyecto de 

ley de Uribe; la polémica de las persecuciones judiciales ilegales e interceptaciones telefónicas a 
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los entes políticos y sociales opuestos al gobierno; y la desmovilización de los grupos de 

autodefensa paramilitar que contemplaba la casi total impunidad ante los inhumanos delitos 

efectuados por tal organización y que, aun peor, no reconocía los derechos de las víctimas, 

(GMH, 2013). 

Pese a toda la controversia en torno a los medios y fines de la estrategia de seguridad, esta 

contó con apoyo de un amplio sector de la opinión pública y la clase empresarial. El presidente 

Uribe sostuvo entonces como insignia de su estrategia de seguridad democrática la ofensiva 

militar como único medio para el logro de la viabilidad social, política y económica de Colombia 

y, por ende, del exterminio guerrillero, rezagando la importancia de la proyección en materia de 

cobertura en áreas de salud y, principalmente, educación, (CNMH, 2017). Todas estas 

circunstancias ponen de relieve la deficiente capacidad de reconstrucción social de este periodo 

presidencial, limitada por la falta de asignación de recursos para el desarrollo de programas de 

protección en zonas de conflicto armado. 

A diferencia del Gobierno de Pastrana, el mandato de Uribe dio inicio a las negociaciones 

con los grupos paramilitares en 2004. Este proceso estuvo expuesto a fuertes contradicciones y 

tensiones, pues los grupos de autodefensa paramilitar siguieron perpetrando actos delictivos en 

continuidad a su deseo de poder político, económico y territorial. A pesar de las laxas 

consecuencias judiciales contempladas en la negociación y consentidas por Uribe, la Corte 

Constitucional forzó al endurecimiento de la ley contra la supresión del delito de sedición. Este 

cambio de ruta en la ley dio paso a la terminación de los diálogos en 2006, ya que los 

paramilitares vieron en ella un sometimiento y en alegato decidieron optar por el rearme. De 

acuerdo con el GMH (2013), dicho rearme se aceleró entre 2008 y 2010, y registró un importante 

repunte en su accionar criminal entre 2011 y 2012” (p.186). 
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Esto no solamente demostró una vez más el fracaso del gobierno tras incumplir muchos 

de los acuerdos que se habían pactado originalmente en relación con la participación política de 

este y otros grupos guerrilleros, sino que entre 2006 y 2007 la relación del paramilitarismo con el 

narcotráfico se fortaleció con el fin de avanzar hacia el dominio territorial y militar del 

nororiente y suroccidente del país, antiguas zonas geográficas bajo el dominio de las FARC 

(GMH, 2013). Teniendo en cuenta el fortalecimiento de su dinámica económica y territorial, 

rumores en la opinión pública nacional e internacional empezarían a surgir frente a la 

participación de este grupo en la política. Tan grande fue el alcance del paramilitarismo que 

miembros de sus filas establecieron nexos con algunas de las élites políticas regionales. Este 

fenómeno sería reconocido públicamente como la parapolítica, entendida como la incursión del 

paramilitarismo en el Estado hacia 2006 (GMH, 2013). 

Posteriormente, con el posicionamiento de Juan Manuel Santos a la presidencia en 2010, 

dos serían los estandartes en su mandato: las víctimas y los diálogos de paz, para una solución 

política del conflicto armado. Además, la Fuerza Pública empezaría a hacer presencia en las 

regiones más afectadas, en las que las guerrillas y luego, los paramilitares, ya se habían asentado. 

Esto generó fuertes enfrentamientos por la posesión de la tierra y por las actividades ilegales que 

en ella se realizaban. Por ejemplo, las FARC habían retomado nuevamente sus actividades 

cocaleras en zonas muy específicas, lo que perpetuaría no solamente su poder económico, sino 

también territorial. Al respecto, Vargas y Restrepo (2011) afirman que esta inserción llevó a 

conformar un nuevo corredor de disputa en torno al control del complejo cocalero. Allí hacían 

presencia todos los grupos armados, que se disputaban o repartían el territorio en función de sus 

intereses económicos y militares; es decir, se evidencia que la tierra sigue siendo el principal 
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factor por el que la guerra en Colombia ha cobrado la vida de muchas víctimas y ha ocasionado 

tantos estragos políticos, económicos y principalmente, sociales. 

Simultáneamente, hubo un avance estructural considerable de estos grupos alzados en 

armas. Según la Corporación Nuevo Arco Iris (como se cita en GMH, 2013), el paramilitarismo 

iba en avanzada, pues ya hacían presencia en aproximadamente un 18,3 % de la geografía 

nacional. Parte de este avance implicó el control territorial y social en la escena educativa rural y 

la reingeniería de los miembros de dichos grupos por medio del reclutamiento forzado de niños, 

niñas y adolescentes, quienes serían los primeros en sufrir las consecuencias. Según el CNMH 

(2017), durante este periodo la escuela estuvo expuesta a actividades propias de grupos armados 

-incluyendo a la fuerza pública- relacionadas con la ocupación, destrucción e inutilización de 

escuelas.  

~ 

En suma, cada acontecimiento histórico del conflicto armado en Colombia demuestra que 

la guerra no ha tenido únicamente efectos económicos y políticos devastadores, sino que también 

ha fragmentado los espacios de socialización y desarrollo de las más jóvenes generaciones, 

particularmente la rural. Dado a que la presencia de actores armados en la cotidianidad de las 

comunidades campesinas ha resultado ser determinante para la configuración de sus 

sociabilidades, se ha consolidado a lo largo de décadas una historia marcada por la violencia que 

no les da la posibilidad de escapar y a la que, por tanto, tienen que someterse. Por ello, la 

escuela, como uno de los espacios en que dicha configuración se gesta, ha sido trastocada en “su 

representación como escenario de protección e institución social para niños, niñas, adolescentes 

[…]” (Romero, 2013); lo que deviene en la afectación no solamente de ellos, sino de todos los 

actores que componen el acto educativo. En consecuencia y para una comprensión hermenéutica 
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del conflicto armado interno colombiano y su vínculo con la escuela, se hace relevante 

considerar cuáles han sido sus efectos desde las realidades estudiantil y docente, principalmente. 

En primer lugar, según el CNMH (2017), la irrupción de este conflicto en la escuela se ha 

dado en espacios donde esta ha sido utilizada por parte de grupos al margen de la ley como sitio 

para la instalación de cuarteles y trincheras y la realización de varios hechos victimizantes, tales 

como el adoctrinamiento y la tortura. Quienes en primera instancia sufren los estragos de estas 

acciones son los menores de edad, pues estas imposibilitan evidentemente su continuidad 

escolar, aumentando las cifras de deserción escolar. No obstante, el efecto de la guerra va más 

allá de la ocupación de los espacios físicos que los niños, niñas y adolescentes concurren, ya que 

tal dinámica de invasión les involucra directamente con los actores alzados en armas. Acciones 

como el reclutamiento, para el CNMH (2017), se convierte en una de las prácticas clave en la 

vulneración de los derechos de los niños y que, además, desencadena actos de amenaza y 

asesinato que afectan totalmente su derecho a la vida e integridad física y mental. Sin embargo, 

los reportes que existen sobre este tipo de victimización son escasos, dado a que esta cara de la 

realidad no se ha reconocido oficialmente como parte de la historia del conflicto armado en 

Colombia.  

Así, para el CNMH (2017), la presencia e invasión de actores armados en espacios 

educativos involucra a los menores en sus actividades bélicas y lógico militares, 

comprometiendo su existencia y exponiéndoles a situaciones de riesgo físico y mental, como se 

estipula en la Corte Constitucional de Colombia. Al respecto, Romero (2013) “los conflictos 

armados y sus acciones afectan a las comunidades y familias, y de manera particular el desarrollo 

físico mental y emocional de los niños, niñas y jóvenes que los padecen” (p.60), poniendo de 

relieve la transgresión e irrupción de sus procesos de aprendizaje en un marco de violencia. La 
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infancia y la adolescencia son entonces dos ciclos vitales en la formación integral del ser 

humano, pues ellos son, según UNICEF (2007), “la base estructural del proceso de desarrollo 

integral que les permitirá […] adelantar procesos adecuados de aprendizaje en sus posteriores 

etapas vitales” (p.30). 

Asimismo, informes de UNICEF e ICBF demuestran que muchos menores de edad que 

no son asesinados son reclutados, afectando drásticamente sus vidas pues crecen en medio de 

una comprensión del mundo que se funda en la guerra y la legitima; es decir, la guerra no 

comprende únicamente un escenario en que el niño pone en riesgo su vida, sino en donde, 

además, debe reformular y moldear sus conocimientos y emociones. Al respecto, Bácares (2014) 

declara que en las filas armadas el menor cumple un perfil de guerra en que debate condiciones 

de su identidad no como niño, sino como combatiente perteneciente a un grupo armado 

específico. Lo anterior pone de relieve que las experiencias de millones de niños, niñas y 

adolescentes en de la guerra, trastoca por completo su modo de ser pensante y actuante en 

contextos presentes y futuros. 

En segundo lugar, cabe resaltar que los efectos del conflicto armado, además, han recaído 

duramente en los maestros de ciertas zonas rurales del país como Antioquia, Córdoba y Caldas, 

por mencionar algunas. La presencia de maestros en zonas de conflicto y su figura de resistencia 

y rol cultural han desatado una contienda histórica directa con los grupos, pues se han rehusado a 

salir de las áreas en las que enseñan e, incluso, a no dejar que sus estudiantes se unan a las filas 

de la guerra. En relación con lo anterior, Lizarralde (2015) señala que miles de maestros han sido 

desplazados, amenazados y asesinados en Colombia en lo trascurrido de este conflicto, sin dar 

cifras exactas de estos hechos, pues, como se mencionó anteriormente, la situación es poco 

visible en la esfera nacional.  
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En zonas del país donde existe la posibilidad inminente de ser víctima de la guerra, se ha 

generado en medio del colectivo de maestros un patrón de conducta orientado por el temor y que 

naturaliza el sentimiento de abandono y desprotección estatal. Las innumerables situaciones de 

impunidad frente a los abusos de poder y control de los actores armados en la escena educativa, 

sopesa el rol social y transformador del docente ante la necesidad de sobrevivencia, ya que, 

como menciona Lizarralde (2003) en otra de sus investigaciones: 

 

al ser un agente socializador y productor de significados, es decir un sujeto 

público que da sentido a los espacios y dinámicas de lo comunitario, se vuelve 

“blanco” de las acciones bélicas o psicológicas tendientes a lograr ya sea el 

control o la desintegración de las comunidades, a través de la ruptura de todo 

aquello que se constituya en referente […] (p.05). 

 

Ser un sujeto público y “blanco” de los actores armados implica que la labor social y 

tarea pedagógica del maestro se vea duramente transgredida, pues el maestro ha sido una de las 

figuras sociales que más ha vivido directamente este conflicto. Para Lizarralde (2003), una vez 

que el maestro en zona de conflicto asume una postura de desconfianza con el otro, limita su 

comunicación y normaliza los hechos, se remite a la indiferencia e, incluso, a la pérdida de la 

esperanza; todo por causa del temor. Dada la relación constante que existe entre el sujeto y el 

contexto y producidas dichas acciones como manifestaciones de la relación, se evidencia que la 

postura asumida se convierte en un arma de sobrevivencia, como hecho innato al ser humano, 

como respuesta ética y biológica de preservar la propia vida. 
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Así, el reclutamiento y utilización de niños, niñas y adolescentes en la guerra, pone de 

manifiesto la perpetuación de la violencia en Colombia que ha atravesado y marcado 

históricamente la vida de la niñez y la juventud, las familias, los maestros y las comunidades en 

general. Hechos relacionados con amenazas, desplazamiento forzado y asesinato de menores y 

maestros han quedado sin registro, lo que deviene en el no reconocimiento de la ocurrencia de 

estos repertorios y su subsecuente reparación. Con respecto a la situación de los menores -en 

correlación con la de los maestros-, el CNMH (2017) declara que “aunque la participación de 

niños […] en conflictos armados no es una realidad de reciente acaecimiento, su tipificación 

como delito y como práctica contraria a la protección de la infancia y la adolescencia tiene un 

desarrollo reciente en Colombia” (p.555). 

Por ello, aunque en la última década se han desarrollado varios instrumentos normativos 

y de política pública en materia de prevención de reclutamiento ilícito en Colombia, tales como 

el CONPES 3726 de 2012, estos no han sido respetados por los grupos armados. Al respecto, 

como expresan ODDR-UN, ICBF e Unicef en CNMH (2017), los grupos han llegado a 

“involucrar a lo largo de la historia y de la última década, incluso a niños y niñas durante su 

primera infancia o incluso nacimientos y permanencias en las filas de sus estructuras armadas” 

(p.566).  

Este hecho pone de manifiesto la existencia de una ruptura entre lo que los preceptos 

nacionales estipulan en torno a la situación y lo que verdaderamente sucede al interior de miles 

de escuelas en zonas geográficas donde la violencia sigue latente. De allí que surja la necesidad 

de preguntarse por la mediación entre ambas partes, pues la defensa de los derechos de niños y 

maestros merece de una protección integral, por lo que se hace importante enmarcar acciones de 

protección en un principio de corresponsabilidad que involucre en mayor medida no sólo al 
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Estado, sino a la sociedad colombiana. Esto requiere de la implementación de políticas, 

programas y estrategias que garanticen, en primer lugar, el reconocimiento de la situación real de 

niños y maestros en zonas rurales del país y, en segundo, la no repetición de los hechos violentos 

a los que estos se enfrentan.  

 

Segunda parte: Prospectiva 

En consecuencia, el sentido de este ejercicio investigativo está encaminado a hacer un 

llamado a la formación y estructuración de una memoria que convoque a todos los ciudadanos 

por medio de la educación. Esta, pensada como como un espacio social de mediación, 

interacción, comunicación y promoción de pensamiento y habilidades, merece y reclama su 

papel como agente transformador de los procesos sociales y culturales de un grupo humano. Es 

en ella donde confluyen las múltiples realidades que atraviesan el acontecer nacional, y por ello, 

posibilita el reconocimiento del otro, sus historias y su actuar y pensar; hacer memoria de lo que 

como sociedad son. En este caso, al tratarse de la eventual incursión de la enseñanza de la 

historia del conflicto armado colombiano en las aulas de clase colombianas, es importante 

resaltar que la clase de historia, en donde esta enseñanza tiene su espacio, ha merecido de una 

participación relevante y estructurada en el tejido curricular de la educación nacional durante el 

último año de coyuntura nacional. Sin embargo, hay dos hechos que marcaron el rumbo de la 

enseñanza de historia en Colombia y vale la pena distinguir en este punto, para efectos de 

esbozar y comprender la particular incidencia de la enseñanza de la historia del conflicto armado 

interno colombiano en la configuración de la identidad de las generaciones más jóvenes del país.  

Por un lado, en 1984, año en que Belisario Betancur figuraba como presidente, se 

profirió el Decreto 1002 en el que la enseñanza de la historia patria de Colombia sería eliminada 
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de la educación básica y media para hacer parte del contenido de las Ciencias Sociales, dentro de 

las que también correspondería la enseñanza de geografía, ciencias políticas y Constitución 

política. Este significativo cambio normativo fue el precedente para la firma de la Ley 115 de 

1994 -conocida en el gremio de la educación como Ley General de Educación-, sancionada por 

el presidente de turno Cesar Gaviria y quien eliminó de forma definitiva la Historia como 

disciplina independiente dentro de la malla curricular nacional, para entrar a ser formalmente uno 

de los ejes temáticos del área de las Ciencias Sociales. Sin embargo, esto despertaría fuertes 

discusiones y duras críticas por parte de historiadores y maestros en torno a la enseñanza de los 

procesos históricos del país. 

Las generaciones sobre las que este importante cambio de ley aplicó, fueron expuestas 

al aprendizaje de múltiples saberes incluidos en un solo espacio académico, lo que con los años 

relegó la importancia de la historia en las aulas de clase y la redujo a la enseñanza de datos 

históricos aislados y poco significativos y en medio de los cuales, adicionalmente, no se 

encontraría la historia del conflicto armado en Colombia. Debido al efecto de este hecho en el 

transcurso de tres décadas, el Congreso de la República decretó la modificación parcial de la Ley 

General de Educación 115 de 1994 a finales de 2017, mediante una ley que involucraría 

nuevamente a la escena educativa nacional. La Ley 1874 del 27 de diciembre emergió en un 

marco de proceso de paz y reconciliación con las víctimas del conflicto armado en Colombia y, 

además, como una respuesta a lo acontecido años atrás.  

Esta ley de 2017 apareció como una propuesta alternativa a estos dos hechos que 

marcaron la historicidad de varias generaciones en relación con su entorno local, regional y 

nacional. La ley busca revitalizar la enseñanza obligatoria de historia en las aulas y contribuir a 

dicha historicidad, por medio de la comprensión de los eventos históricos y sociales de Colombia 



CONFLICTO ARMADO Y EDUCACIÓN: MIRADA PROPECTIVA        26 
 

en aras de una formación de la memoria histórica. Sin embargo, la ley es clara en el parágrafo del 

artículo 4, en el que se menciona expresamente la participación de la historia como cátedra 

integrada en Ciencias Sociales. Esto reafirma que la educación en Historia no será nuevamente 

un área independiente como matemáticas o lenguaje y enfatiza que su rearticulación no afectará 

la intensidad horaria de áreas de formación, como las anteriormente señaladas. 

Después de más treinta años la Educación en Historia vuelve a las aulas, pero integrada 

una vez más a los lineamientos curriculares de las Ciencias Sociales. En la Ley 1784 de 2017, 

aunque sea expreso el objetivo de reestablecer la enseñanza de la Historia de Colombia y dar 

cabida a la formación de la memoria histórica, surge el interrogante de por qué y para qué llevar 

a un aula que ha priorizado por décadas la memorización de datos numéricos y fijos, la 

complejidad que entrama la historia del conflicto armado en Colombia. Más allá de concebir este 

cambio de ley como una repetición de decisiones políticas pasadas, este ejercicio académico se 

centra en verlo como una posibilidad de reformular el espacio de historia en la escuela, para 

convertirlo en una oportunidad de aprendizaje significativo, en tanto permita a las más jóvenes 

generaciones pensarse en relación con el otro, sus contextos y sus procesos sociales. 

Es preciso en este punto detenerse sobre la memoria histórica, que es un concepto 

historiográfico de reciente desarrollo académico e investigativo y nace de las reflexiones sobre la 

identidad y memoria de historiadores y filósofos, entre los que cabe destacar al alemán Hans 

Gadamer. Vale la pena revisar sus aportes teóricos para establecer la diferencia entre historia y 

memoria y, de esta manera, comprender que la construcción de la primera surge a partir de la 

segunda. Para Gadamer (2007), la historia no es meramente la sucesión o transcurso de eventos 

en la vida del ser humano. Se trata más bien de un conjunto de comprensiones relacionado con el 

pasado, presente y futuro; ese algo que se transmite y llega a ser parte de la vida humana en un 
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modo de ser presente y actuante. Al respecto, Barragán (2015) declara que “lo pasado llega 

nuevamente a nosotros mediante el recuerdo para configurar la historia, lo cual parte de aquello 

que somos en la actualidad, pero con las posibilidades de nuestro futuro” (p. 37).  

Una vez clarificado lo que se entiende por historia y el papel que la memoria desempeña en 

ella, desde esta postura, Gadamer plantea entonces la toma de conciencia histórica. Esta 

concepción, abordada desde la hermenéutica filosófica, se hace relevante y útil para dar cabida a 

la historia del conflicto armado colombiano en el escenario educativo nacional. Para Gadamer, 

como se cita en Barragán (2015), la toma de conciencia histórica es un privilegio que el hombre 

moderno tiene frente a la historicidad -modo de ser del hombre en la historia- de cualquier 

fenómeno social o humano que sucede frente a él.  

Esta toma de conciencia histórica potencia la capacidad del individuo por indagar, 

analizar y comprender los hechos que estructuran el hoy a través del diálogo y la discusión con 

otros discursos; es decir, halla un sentido histórico en los proyectos -concebidos por Gadamer 

como un algo atrayente- y sus fondos, por medio de la pregunta. Cualquier acontecimiento que 

aparece en la memoria del individuo marca una época; allí se reconoce la magnitud del proyecto 

y cómo se recrea en la memoria gracias al recuerdo; en lo significativo, perdurable. Referente a 

esto, Barragán (2015) afirma que esta toma de conciencia histórica es considerada como una 

opción fundamental y, además, como una ampliación teórica, en lo concerniente a la 

comprensión de lo humano, pues se reconoce la historia individual y colectiva por medio del 

universo de significaciones y la interpretación de ellas. Al respecto, y aplicando esta base teórica 

al campo de la educación, Cortés, Infante y Jiménez (2011) consideran que la memoria, 

articulada al proceso de la toma de conciencia histórica, representa un dispositivo de trabajo 
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pedagógico en la escuela que permite a los individuos configurarse como colectivo; es decir, la 

memoria comprende un elemento de construcción y vertebración de la sociedad. 

De este modo, el sentido de un ejercicio de memoria en la escuela en torno al conflicto 

armado en Colombia no es entonces objetivar, enunciar o dar la última palabra sobre los hechos 

históricos y sus efectos. Es más bien indagar y preguntar por el discurrir histórico del conflicto y 

sus consecuencias en la configuración del presente. Se trata de cuestionar por qué la propensión a 

abordar la historia desde el victimario, haciendo a un lado la voz de la víctima. En torno a ello, 

Barragán (2015) menciona que “no se trata de instaurar el horizonte apofántico -enunciación 

verdadera-, sino de permitir el descubrimiento de los universos de significaciones que aparecen 

al pensar sobre el sentido de los fenómenos humanos” (p. 19). Así, la toma de conciencia 

histórica comprende un elemento de gran pertinencia en la enseñanza de la historia del conflicto 

armado, pues su actuación en la escena educativa logra relacionar y reunir múltiples historias 

vividas en el pasado a través del ejercicio de la memoria, para el descubrimiento y posterior 

significación de relatos no oficiales y desconocidos hasta ahora sobre la Colombia de hoy y sus 

porqués, relatados por víctimas poco visibles como niños, niñas y adolescentes y maestros.  

En suma, la enseñanza de la historia del conflicto armado de Colombia, a través del 

ejercicio de la memoria y toma de conciencia histórica, permitiría a los colectivos de niños y 

jóvenes dimensionar la verdadera naturaleza y magnitud de la historia de represión y violencia en 

el país. Esto para, en primera instancia, desmitificar y desestructurar el uso de la violencia como 

derrotero del trascurso de la historia nacional en el pasado y segundo, con las herramientas que 

de esa comprensión devienen, reconstruir su actuar y pensar en el presente, para el planteamiento 

de rutas de acción alternas en el futuro. 
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Todo el ejercicio que entrama la toma de conciencia histórica halla su sentido en la 

hermenéutica, que ha sido la fundamentación metodológica y la base de este trabajo 

investigativo. El arte de la hermenéutica es preguntar en esencia y Gadamer, como se cita en 

Barragán (2015), insiste en que este “no pretende la objetivación, sino escucharse mutuamente, y 

también, por ejemplo, escuchar a alguien que sabe narrar” (p. 21); o sea, la vida humana se 

resignifica a través de la comprensión en el ejercicio mismo de la pregunta, el análisis y la 

reflexión de los hechos. Indagar y preguntar son posibles si, mediante el diálogo, se evoca un 

recuerdo. Recordar un suceso, una experiencia -un proyecto en palabras de Gadamer-, es 

inmortalizar la historia, es hacer hermenéutica; es dar un horizonte a la acción humana en la 

historia.  

Desde esta visión, se quiere una Educación en Historia que promueva la participación de 

los relatos y el intercambio de saberes y experiencias sobre el conflicto armado de quienes han 

vivido de primera mano las secuelas de la guerra. Una educación que permita el reconocimiento 

del otro como parte importante en la configuración de la historia como sociedad, pues no es 

suficiente la memorización de datos fijos y hechos y personajes emblemáticos de la historia 

colombiana, cuando no promueve el pensamiento crítico de quienes abordan la historicidad de su 

nación. Pensar en una Educación en Historia implica convocar las voces de las víctimas, de los 

actores armados y de la población civil en general para hacerlas partes del aula y convertirlas, 

como declaran Cortés, Infante y Jiménez (2011) en dispositivo de trabajo pedagógico. 

Ahora, con el fin de aportar a los procesos investigativos y prácticos internos del semillero 

IMAGO, se considera que este ejercicio de carácter académico ayuda a fortalecer los ejes 

temáticos del conflicto armado y la política pública y la escuela rural, sobre los cuales los 

investigadores han hecho búsqueda, selección, análisis y reflexión. Esto ayudaría a que IMAGO, 
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como grupo de formación investigativa, se consolide como un colectivo que piensa las dinámicas 

de la realidad educativa, desde una mirada crítica, reflexiva y, sobre todo, propositiva.  

En este ensayo académico se intenta entablar un diálogo y reflexionar los momentos del 

conflicto armado colombiano y los actores que están ligados a la educación rural del país, 

específicamente niños, niñas y jóvenes y maestros. Aquí se responden a los interrogantes de por 

qué y para qué valerse de la memoria histórica como medio para la enseñanza de la historia del 

conflicto armado en Colombia. Sin embargo, este ejercicio deja abierta la posibilidad de 

continuar en la indagación y hace una invitación a los próximos investigadores hacia cómo hacer 

posible que lo aquí propuesto, se haga un hecho en las aulas de la educación colombiana, pues 

sería la continuidad de una colaboración investigativa de profesionales en educación. 
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